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América Latina y Europa en el debate estratégico mundial, Legasa, S. A., Buenos Aires,
1987; 390 págs.

Bajo este título se recogen las ponen-
cias presentadas al III Seminario Inter-
nacional de Eural (Centro de Investiga-
ciones Europeo-Latinoamericanas), des-
arrollado en Buenos Aires, que signifi-
can una certera aproximación al análisis
del papel que Europa y América Latina
desempeñan en el tablero de los intere-
ses estratégicos de las superpotencias.

El intento por reunir y poner al día
las diversas posiciones ideológicas en
pugna sobre los efectos que la proble-
mática de la paz y de la guerra tienen
para Europa y América Latina, fue una
empresa valiente con un resultado final
óptimo.

Los diferentes estudios que aquí se
presentan suponen un paso más para pro-
mover el diálogo entre dos áreas que,
pese a las múltiples diferencias en la va-
loración estratégica que provocan, com-
parten una serie de preocupaciones que
deberían dar lugar a crecientes esfuer-
zos de cooperación en aras de la paz y
seguridad internacionales.

El problema así planteado en este Se-
minario parte del reconocimiento de que
«el colapso del precario equilibrio estra-
tégico actual acarrearía ingentes sacrifi-
cios humanos en todo el planeta, los
cuales serían, muy probablemente, mayo-
res en Europa que en cualquier otra
parte»; sin embargo —se añade—, «Amé-
rica Latina ya está pagando su cuota de
sangre en Centroamérica, producto de
una agresión insensata que ha sido con-

denada y repudiada en todos los foros
internacionales». Es necesario, por tan-
to, «confrontar ideas y propuestas lati-
noamericanas y europeas que permitan
avanzar en la interminable tarea de cons-
truir un mundo más pacífico y seguro y
en donde, además, los pueblos de la pe-
riferia no sean sofocados por un marco
internacional que destruye las condicio-
nes mínimas necesarias para afianzar la
prosperidad, la justicia y la democracia».

En la primera sección de las cuatro en
las que se divide el libro, «Las potencias
estratégicas en la década de los ochen-
ta», los autores Denitch, Iakolev, Corte-
rier, Bonvicini, Krause, Viñas, Pérez Lla-
na, Arienza y Mallmann exponen las
diferentes posturas y objetivos estraté-
gicos de los Estados Unidos y de la
Unión Soviética, analizando el papel que
tanto Europa como América Latina tie-
nen asignado por parte de ambas Ad-
ministraciones. De igual forma, se refle-
xiona sobre las consecuencias de un
acercamiento y cooperación entre los go-
biernos europeos y latinoamericanos con
vistas a la obtención de un marco general
más seguro. Los estudios realizados des-
de diferentes perspectivas y planteamien-
tos ideológicos coinciden en señalar «los
significativos riesgos que existen en re-
lación a las posibilidades de una con-
frontación global y a la necesidad de
producir drásticas modificaciones en el
actual curso de los acontecimientos».

Una revisión de la situación europea y
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latinoamericana puso de relieve las prin-
cipales diferencias que las separa, y así,
mientras que casi la totalidad del con-
tinente europeo se encuentra alineado
con algunas de las superpotencias —lo
que le convierte en el centro del con-
flicto Este/Oeste—, en Latinoamérica se
está produciendo un proceso de defini-
ción de las diferentes áreas de interés,
entremezclándose factores e intereses lo-
cales que dificultan la explicación de los
acontecimientos sólo y exclusivamente
desde una visión global de los intereses
de ambas superpotencias.

Varios ponentes subrayaron el riesgo
que para la paz en la zona supone la
postura belicista de la Administración
Reagan y la creciente militarización del
Atlántico y del Pacífico Sur.

En la segunda y tercera partes del
libro, Tulberg, Brigagao, Portales, Müller,
Westerkamp y Carasales analizan la ca-
rrera de armamentos y las perspectivas
de paz, destacando, una vez más, «las
deplorables consecuencias que se derivan
del masivo despilfarro de recursos eco-
nómicos dedicados a la carrera arma-
mentista». Se avanzan, asimismo, pro-
fundas reflexiones acerca de las comple-
jidades del mercado mundial de arma-
mentos y la importancia que la indus-
tria armamentista está tomando en la
mayoría de los países latinoamericanos
dentro del proceso global de militariza-
ción de las relaciones internacionales en
nuestros días.

Algunos de los planteamientos expues-
tos preconizaron la prohibición absoluta
de los ensayos nucleares como fórmula
inicial para frenar la escalada armamen-
tista en el mundo.

La última parte del libro, «América
Latina en los diseños estratégicos globa-
les», que recoge las ponencias de Torres
Rivas, Herrera-Laso, Bermúdez, Moneta
y Armanet está dedicada al examen del

papel de América Latina dentro de los
diseños estratégicos globales, haciendo
hincapié en dos cuestiones centrales: la
crisis centroamericana y el Atlántico y
Pacífico Sur. En ambos casos —como se-
ñalan algunas potencias—, se trata de
escenarios que se han visto progresiva-
mente involucrados en una dinámica be-
licista que supera los intereses regiona-
les y que imposibilita el ejercicio de las
libertades democráticas. En esta línea,
E. Torres-Rivas indica que «... resulta
incompatible la democratización en El
Salvador y Guatemala, con la situación
de guerra civil, o de Nicaragua mientras
el control del poder se comparta con in-
tereses y prácticas contrainsurgentes. En
todo caso, elecciones y guerra son, por
definición, conductas incompatibles».

El papel de otros actores externos a la
región, aparte del Grupo de Contadora,
para obtener una pacificación en la zo-
na, resultaría poco efectiva a juicio de
los ponentes. «Tanto los organismos in-
ternacionales como otros gobiernos que
han mostrado interés en la crisis, tienen
de hecho espacios muy estrechos para
influir de manera decisiva en la región.»
Esta situación se acentuaría, según este
planteamiento, al desvincularse Wash-
ington política y diplomáticamente de
los esfuerzos y planes de pacificación
propuestos por Contadora, lo que difi-
culta una solución a corto plazo del
problema centroamericano.

Los trabajos reunidos en esta obra
abren un debate necesario si se quiere
avanzar en un análisis interdependien-
te y coherente de las relaciones interna-
cionales y que será necesario ampliar
a la vista de la esperanzadora situación
abierta a finales de este año con los
acuerdos adoptados en Washington en-
tre Reagan y Gorbachov.

Gustavo Palomares Lerma
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ANTONIO EMBID IRUJO: LOS parlamentos territoriales. Un estudio sobre el régimen
jurídico de las Asambleas legislativas de las Comunidades Autónomas, Editorial
Tecnos, Madrid, 1987.

Como apunta el autor en la introduc-
ción de este libro, los órganos que en
él se estudian —los Parlamentos terri-
toriales— han gozado de «poca atención
por la doctrina del Derecho público has-
ta el momento» (pág. 17), laguna que él
intenta remediar.

En una primera parte se ocupa del en-
cuadre de estas instituciones en el siste-
ma constitucional. Tras señalar que la
interpretación jurídica y la política con-
cluyeron en el reconocimiento a todas
las Comunidades Autónomas que se crea-
ron de la potestad legislativa y, por
tanto, del instrumento hábil para ac-
tuarla: «los Parlamentos» (pág. 22), ana-
liza sucesivamente el Derecho compara-
do —con especial atención a los casos
alemán e italiano, el carácter represen-
tativo de los Parlamentos territoriales,
su denominación, el unicameralismo y
el problema de la sede.

La segunda la dedica al sistema de go-
bierno de las Comunidades Autónomas,
que califica de parlamentario, estudian-
do los problemas que plantea y hacien-
do algunas afirmaciones relativamente
polémicas. Así, manifiesta que su opi-
nión es «favorable, con reservas, a la
introducción del derecho de disolución»
(pág. 61), y respecto a los limitados pe-
ríodos de sesiones —«parlamentarismo
internamente»— dice que «no cabe duda
de que una futura ampliación de compe-
tencias de las Comunidades Autónomas
debería llevar a una reforma de los Es-
tatutos en este punto o a una interpre-
tación ampliatoria en los casos en los que
así pudiera ser» (pág. 66).

En el tercer capítulo aborda Embid
los principios parlamentarios comunes a
todas estas Asambleas. Respecto a los
reglamentos, afirma que «su fuerza de

ley parece evidente a la luz del ordena-
miento jurídico vigente» (pág. 70). En
el tratamiento penal recuerda que, excep-
to en lo que se refiere al delito de re-
belión, el Código «equipara... las penas
establecidas... para los delitos cometidos
contra las Cortes Generales o el Gobier-
no de la nación a los cometidos contra
las Asambleas legislativas de las Comu-
nidades Autónomas» (pág. 73). Por lo
que se refiere al régimen de los recursos
contra actos de los Parlamentos territo-
riales, habla de identidad con respecto al
de las Cortes, con la excepción de que
es imposible que «un número determi-
nado de miembros del Parlamento te-
rritorial, o incluso el ejecutivo territo-
rial, pueda recurrir la ley propia, pues
la legitimación está solamente atribuida
a órganos estatales» (pág. 75). El análi-
sis de la autonomía de dichas Asambleas
y de las peculiaridades de su régimen
jurídico cierran este capítulo.

Los apartados cuarto y quinto se de-
dican al Estatuto de los miembros. En
el primero se ocupa el autor tanto de
la denominación y el número de miem-
bros como del régimen electoral. Señala
aquí que «se aplica directamente la le-
gislación electoral general en las mate-
rias más importantes» (pág. 96), para
dar un repaso a continuación al dere-
cho de sufragio activo y pasivo, a las
circunscripciones electorales —que «co-
mo regla general... es la provincia» (pá-
gina 103)—, a las características del su-
fragio, a la organización electoral propia
y a otros problemas conectados con és-
tos. En el segundo (capítulo quinto),
analiza primero la adquisición, suspen-
sión y pérdida de la condición de miem-
bro, manifestándose en el problema del
juramento «proclive a la permanencia
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de esta obligación» (pág. 126). En cuan-
to a los derechos y deberes de los par-
lamentarios, destacan sus opiniones res-
pecto al sistema de dietas, que califica
de «poco claro y que se presta mucho
más que el sistema de retribuciones pe-
riódicas a la consecución de los defectos
que se pretendían evitar» (pág. 135). Las
prerrogativas de los parlamentarios le
ocupan a continuación, y aquí comenta
la «revolucionaria» (pág. 147) sentencia
del Tribunal Constitucional de 22 de ju-
lio de 1985 sobre la inmunidad, advir-
tiendo de sus «posibles peligros» (pági-
na 149) y afirmando que «la interpreta-
ción que sin duda alguna lleva a cabo
el Tribunal Constitucional de un pre-
cepto constitucional tan aparentemente
claro como el artículo 71.2 de la CE,
donde la existencia necesaria de la pre-
via autorización no aparece mediatizada
por ningún tipo de condicionamiento,
lleva consigo a desear que se sea muy
cauto, excesivamente cauto, en la aplica-
ción de la línea jurisprudencial...» (pá-
gina 149).

En los capítulos sexto y séptimo ana-
liza Embid las funciones de los Parla-
mentos territoriales. Sucesivamente es-
cribe sobre la representativa, la legisla-
tiva, la de impulso, la de control y otras.
Cabe destacar aquí su resistencia a la
asunción de ciertas tareas por parte de
esas Cámaras, afirmando que «es mucho
mejor que las materias típicamente ad-
ministrativas sean cumplidas por la Ad-
ministración pública y no por el Parla-
mento» (pág. 211), el que le parezca
«razonable» (pág. 213) la limitación que
el artículo 32.2 LOTC impone a la posi-
bilidad de presentar recursos de incons-
titucionalidad por parte de los Parlamen-
tos autonómicos y su pesimismo respec-
to a la iniciativa legislativa regional, al
decir que «no hace falta ser un mago
para predecir una muy escasa utiliza-
ción del artículo 87.2 y... una más es-
casa posibilidad de éxito» (pág. 218).

El apartado octavo del libro está de-
dicado a la organización de los Parla-
mentos territoriales. Tras señalar que «ha
habido un alto grado de mimetismo de
sus Reglamentos respecto al del Congre-
so de los Diputados» (pág. 223), se ocu-
pa en primer lugar del presidente, del
que dice que «el tratamiento jurídico
que los Estatutos y Reglamentos hacen
del cargo en modo alguno permiten ha-
blar de un mero primus Ínter pares»
(pág. 226). Destaca también el amplio
tratamiento de la Mesa, de la que afir-
ma que «no es una mera colaboradora
del presidente, sino que cuenta con unas
funciones específicas» (pág. 233), plan-
teando a continuación que, a su juicio,
«solamente cabría una posibilidad de sus-
titución por razones políticas en bloque
de todos los miembros de la Mesa o de
un grupo concreto» (pág. 235) y que «al
revés de lo que sucede en el Congreso
o en el Senado, los documentos que se
presentan en los Parlamentos territo-
riales para su calificación deben ser exa-
minados por las respectivas Mesas, no
sólo desde el punto de vista de la forma,
sino también, y en una cierta forma,
desde el fondo» (pág. 237), lo cual es
coherente con su opinión, «tendente a
limitar las discusiones y pronunciamien-
to del Parlamento sobre cuestiones ale-
jadas del marco de intereses de la Co-
munidad» (pág. 238). La Junta de Por-
tavoces, la Diputación Permanente, los
Grupos parlamentarios, las Comisiones
y el aparato administrativo de las Cáma-
ras son analizados en el resto del capí-
tulo, destacando su afirmación respecto
a la «importancia cualitativamente supe-
rior a la de la Diputación Permanente
del Congreso de los Diputados» que tie-
nen las de los Parlamentos territoriales,
dado que «los períodos intersesionales
son mayores... que en el Congreso» (pá-
gina 241).

Se cierra el libro con unas reflexio-
nes finales particularmente optimistas
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respecto al futuro de la institución, que
ha examinado a fondo el autor. Así, nos
dice que «las restricciones, prácticas o
teóricas, en la función legislativa no de-
ben llevar a una desvalorización de los
Parlamentos territoriales, pues queda un
amplio campo para su actuación que no
necesita del procedimiento ni de la for-
ma de ley» (pág. 260), resaltando que
«es también la hora de los Parlamentos
territoriales representantes del pueblo de
la Comunidad» (pág. 261), para concluir
escribiendo que «a este Estado le que-
da un largo proceso hasta llegar a ex-
traer la última de las potencialidades
presentes en la Constitución y a los
Parlamentos territoriales el lugar de ho-
nor de ser los órganos responsablemen-
te impulsores de todo el proceso» (pá-
gina 262).

En esta noticia es imposible intentar

más que este breve resumen de las prin-
cipales tesis del libro que, salvo alguna
pequeña afirmación discutible, como la
de decir que el Consejo de Estado es
un órgano constitucional (pág. 215), es
una obra sólida de quien, además de
especialista en temas de Derecho públi-
co, ha estado desempeñando la presi-
dencia de una de las Asambleas que
estudia, lo cual le permite usar informa-
ción de primera mano y contrastar sus
presupuestos teóricos con lo que es la
práctica, tan importante en estos te-
rrenos.

Resumiendo, una obra que viene a
llenar una laguna en nuestra doctrina y
lo hace con una exhaustividad y un ni-
vel teórico dignos de todo elogio.

Ignacio Torres Muro

FRANCISCO JAVIER GARCÍA ROCA: El conflicto entre órganos constitucionales, Colección
Temas Clave de la Constitución Española, Editorial Tecnos, Madrid, 1987; 207 págs.

Los conflictos entre órganos constitu-
cionales vienen regulados por una serie
de normas que parecía que no se iban
a aplicar nunca dado lo extraño de estos
casos y la preferencia por vías extraju-
rídicas de llegar a soluciones. Los deba-
tes en torno a la nueva normativa sobre
el poder judicial desmintieron dichas
ideas previas, y es en este contexto en
el que hay que calificar de oportuna e
inteligente la obra del profesor García
Roca que aquí se comenta.

En ella, tras constatar el «achatamien-
to de la doctrina propia» (pág. 14) al
respecto, razona acertadamente que tal
conflicto entre el Consejo General del
Poder Judicial y las Cortes Generales
y su situación obligan a «comenzar a ex-
plorar un camino todavía no andado en
su integridad, pero ya no desconocido»
(pág. 15).

La perspectiva de Derecho compara-

do la aborda en el capítulo segundo,
dedicado a estudiar sucesivamente la
solución en la República de Weimar, el
ejemplo de la Ley Fundamental de Bonn,
la experiencia italiana —en la que des-
taca que «la Corte ha sido menos gene-
rosa en su interpretación del objeto con-
flictual que en la del círculo de sujetos
legitimados como parte» (pág. 36)— y
los modelos austríaco y español de la
II República, del que se afirma que «po-
co puede decirse que haya influido...
en el ordenamiento vigente» (pág. 40).

De este repaso a regulaciones diversas
del problema deduce que «cabe pregun-
tarse si la lógica interna de este meca-
nismo, dentro de la moderna teoría de
la Constitución, no debería llevar a eri-
girlo en garantía constitucional de la di-
visión de funciones o de la articulación
pluralista de atribuciones. De forma
que pudiera acceder a él cualquier en-
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te de relevancia constitucional dotado
de facultades independientes (no some-
tidas a ulterior modificación) por el blo-
que de constitucionalidad» (pág. 42).

En el capítulo tercero entra ya el autor
directamente en el examen del derecho
español, intentado delimitar el conflic-
to al afirmar que lo que lo caracteriza
«es esa situación de controversia que se
crea entre dos órganos o entes territo-
riales del Estado en torno al ejercicio
de competencias o atribuciones. Contro-
versia que tiene su última raíz en dos
interpretaciones distintas de las normas
constitucionales atributivas de competen-
cias» (pág. 47). Tras examinar lo que
se llama requisitos conflictuales (pági-
nas 48-49), lo diferencia de otras figuras
colindantes como el disenso, la contro-
versia constitucional, etc., y resalta que
la «preferencia por las vías de compro-
miso o transacción política para la solu-
ción de controversias constitucionales de-
be venir sometida a varias limitaciones...
(puesto que)... las atribuciones o com-
petencias de los órganos constitucionales
son irrenunciables (y)... tampoco cabría
una transacción entre órganos constitu-
cionales viciada de incompetencia» (pá-
gina 51).

El hecho es que aun cuando «no es
descabellado pensar que el mecanismo
procesal del conflicto ante el Tribunal
Constitucional vaya a ser muy residual
para la solución de controversias consti-
tucionales» (pág. 52), esta manera de re-
solver los problemas está ahí, a pesar
de que cuando se introdujo en la LOTC
«la crítica de este instituto fue muy ge-
neralizada entre los grupos parlamen-
tarios» (pág. 55).

Para acabar con este capítulo se con-
gratula García Roca de la diferenciación
con respecto a los conflictos jurisdiccio-
nales, ya que son distintos «su objeto y
sus sujetos y se hacía preciso superar
la confusión generada en el debate cons-
tituyente» (pág. 59).

El apartado cuarto lo dedica el autor
a los sujetos legitimados. Tras destacar
que «la legitimación se reduce... a un
derecho a acceder a la jurisdicción cons-
titucional que otorga la posibilidad de
iniciar un proceso y de disponer sobre
la actividad alegatoria y sobre la preten-
sión procesal» (pág. 66), analiza los di-
ferentes órganos citados por el artícu-
lo 59.3 LOTC, las inclusiones por medio
de otras normas (Tribunal de Cuentas)
y, sobre todo, las exclusiones (órganos
del Poder Judicial, Corona, Tribunal
Constitucional, Comunidades Autónomas,
partidos políticos), algunas de las cua-
les le parecen desacertadas. Concluye
afirmando que «el diseño previsto en
la LOTC para la legitimación de este
conflicto es tan restrictivo que puede
hacer de este mecanismo algo super-
fluo... Recuperar la confianza en este
instituto acaso únicamente sea posible
ampliando el círculo de sujetos legitima-
dos» (pág. 94).

Respecto a la fase de conciliación pre-
via a la formalizacíón del conflicto, ob-
jeto del apartado quinto del libro, García
Roca afirma que su eficacia disuasoria
«dependerá en gran medida de que los
órganos constitucionales implicados es-
tén dirigidos o no por una misma ma-
yoría de gobierno en ambas institucio-
nes. Pero, cuando así sea, la negociación
y transacción política en busca del acuer-
do sobre la esfera de atribuciones de
los poderes afectados se hará normal-
mente de un modo informal y al mar-
gen del conflicto» (pág. 104).

Pasa seguidamente (capítulo sexto) a
lo que denomina la «imperfecta regula-
ción del objeto». Tras afirmar que «se
está ante el proceso constitucional re-
gulado de una forma más desdichada»
(pág. 111), estudia la naturaleza del acto
impugnable, preguntándose qué es una
decisión y contestando que «sólo una
cosa es clara: no puede interponerse
contra la omisión de un acto» (pág. 115)
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y que «el único límite del término lo
marca la imposibilidad del conflicto con-
tra normas con valor de ley» (pág. 118).

Respecto a la «indebida asunción de
atribuciones», examina la doctrina de
nuestro Tribunal Constitucional al res-
pecto (STC 47/1986), diciendo que éste
«concibe el vicio y el objeto del con-
flicto como una 'invasión-usurpación' de
atribuciones que produce un 'despojo'
competencial; siendo preciso además una
'lesión' real y directa de las atribucio-
nes, no cabiendo... una lesión generada
ante el temor causado por una amena-
za grave» (pág. 121). Dicha doctrina
«restringe muchísimo la materia del con-
flicto» (pág. 121) y lleva al autor a de-
fender una concepción más amplia «del
vicio de incompetencia en conflicto de
atribuciones, que sería una garantía real
para la solución de numerosas contro-
versias, que pueden, de hecho, pro-
ducirse y no llegarían a ser resueltas
por el Tribunal Constitucional con el
modelo vigente» (pág. 132).

Analiza a continuación García Roca
las clases de conflictos, afirmando en
primer lugar que «no caben conflictos
sub specie legis ni de modo directo (im-
pugnando la ley) ni impugnando indi-
rectamente las decisiones en aplicación
de la ley (lo que sí es posible) para
que el Tribunal Constitucional se plan-
tee como cuestión la constitucionalidad
de la ley» (pág. 141). Respecto a la in-
admisión de los conflictos negativos, le
parece un error, puesto que el único
obstáculo que encuentra es que «parece
peliagudo ejecutar la sentencia del Tri-
bunal Constitucional» (pág. 144) en es-
tos casos. Lo mismo le ocurre con los
llamados virtuales o preventivos, dicien-
do aquí: «aunque sería deseable, a mi
juicio, la recepción de conflictos por la
ausencia de disposiciones que generaran
una grave y concreta amenaza de lesio-
nes competenciales (y excluidos los con-
flictos contra leyes), no es ésta la situa-

ción ofrecida por la LOTC» (pág. 149).
El capítulo séptimo lo dedica el autor

al parámetro de control. Tras decir que
«conforme al artículo 73.1 LOTC el pa-
rámetro para enjuiciar las atribuciones
que posee el órgano presuntamente in-
vadido debe ser la Constitución y las
Leyes Orgánicas» (pág. 153), afirma que
«existen dos fuentes típicas del Derecho-
constitucional que no se mencionan y
cuya ausencia extraña: ... los Reglamen-
tos parlamentarios (y)... las costumbres
constitucionales» (págs. 154 y 155).

Las peculiaridades procedimentales (in-
existencia de potestades de suspensión,
de autos de inadmisibilidad, falta de
plazo para formalizar el conflicto tras
el requerimiento previo, etc.) son exami-
nadas en el capítulo octavo, mientras-
que el noveno se dedica a la sentencia.

Finaliza García Roca con una dura, y
quizá justificada, crítica de la regulación
de los conflictos constitucionales que ha-
ce la LOTC. Según él, «es muy restric-
tiva tanto en lo que afecta a las partes
como al vicio que genera la ínconstitu-
cionalidad (la invasión de atribuciones)-
o al requisito finalista de que la causa
de pedir esté en reivindicar las compe-
tencias como propias» (pág. 183). Seña-
la el peligro de que «con tamaña orde-
nación de esta vía, muchas controversias
constitucionales pueden quedarse fuera
de la justicia constitucional, incumplién-
dose una de las razones de ser de este
mecanismo, que es abrir una vía de so-
lución a controversias que no encuen-
tran fácil acogida en otros procesos cons-
titucionales más conocidos» (pág. 183).

En fin, parece claro que, como ele-
gantemente afirma el autor, «se corre...
el riesgo de haber introducido en la
LOTC... un tratado del inútil comba-
te, al no plantear la batalla en sus jus-
tos términos desde el inicio, o quizá por
luchar contra la naturaleza de las co-
sas. En todo caso, no parece fácil recu-
perar la confianza en un mecanismo de.
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solución de conflictos al que, delibera-
damente o no, se le deja bien poco para
solventar» (pág. 184).

Una muestra más del sano tono críti-
co que recorre todo el libro, y que hace

del mismo una importante aportación
a nuestra doctrina jurídico-política.

Ignacio Torres Muro

•GERMÁN FERNÁNDEZ FARRERES: Asociaciones y Constitución (Estudio específico del ar-
tículo 22 de la Constitución), Monografías, Editorial Civitas, Madrid, 1987; 228 págs.

El análisis concreto de cada uno de
los derechos y libertades reconocidos en
nuestra Constitución es quizá una tarea
previa a la elaboración de estudios más
amplios y de tono más teórico sobre
dicha normativa en su conjunto. Es de
agradecer, por tanto, este libro del pro-
fesor Fernández Farreres, que se ocupa
a fondo de diversos problemas relacio-
nados con el derecho de asociación.

Tras afirmar en la introducción que
«la amplitud de dicha libertad es un ín-
dice inequívoco del desarrollo democrá-
tico de cualquier Estado» (pág. 18), que
«la Constitución española supone un hi-
to capital en la rectificación total y ple-
na de esa tradición ya secular del orde-
namiento español en el que los derechos
y libertades de los ciudadanos tantas li-
mitaciones han encontrado» (pág. 20) y
que «existe la necesidad de desarrollar
y completar los principios constitucio-
nales en materia de libertad asociativa»
(pág. 23), aborda el autor en la parte
primera de su libro lo que llama prin-
cipios constitucionales del derecho de
asociación.

Resalta en primer lugar que «el ejer-
cicio del derecho de asociación no nece-
sita, para ser efectivo, de un posible
—que no necesario— desarrollo legisla-
tivo del correspondiente precepto cons-
titucional, pudiendo y debiéndose pro-
ceder a su aplicación directa» (pág. 29),
y se ocupa luego del rango de la nor-
ma que desarrolla la Constitución al afir-
mar que «la exigencia de Ley Orgáni-
ca para la regulación del derecho de

asociación no parece que sea absoluta
y plena» (pág. 31). Después de recordar
la existencia de un especial régimen de
protección jurisdiccional, que «se con-
creta en la posibilidad de acceder a la
justicia constitucional e incluso al Tri-
bunal Europeo de Derechos Humanos»
(pág. 33), se plantea la influencia de los
pactos internacionales, a través del ar-
tículo 10.2 CE, en nuestro Derecho, afir-
mando que «sólo en más y nunca en
menos respecto a lo establecido en la
Constitución, las previsiones y acuerdos
internacionales en materia de derechos
fundamentales y libertades públicas po-
dían y deberán tenerse en cuenta en el
ordenamiento jurídico español» (pági-
na 41).

Tras establecer estos principios gene-
rales entra Fernández Farreres en el es-
tudio de los preceptos concretos del ar-
tículo 22 CE. Así, tras señalar el claro
reconocimiento de la libertad de aso-
ciación, tanto positiva como negativa, se
ocupa de los límites a la misma, afir-
mando en primer lugar que «en adelan-
te no pueden ser ya de recibo otras
limitaciones que las que expresa y di-
rectamente deriven del propio texto cons-
titucional» (pág. 45). Estudia, por tanto,
los previstos en el artículo 22 CE.

Primero el que se deriva de la ilici-
tud penal de los fines o de los medios
asociativos. Aquí se muestra especial-
mente crítico con la introducción en el
Código Penal de tipos delictivos come-
tidos exclusivamente por asociaciones,
como ocurre con una reciente reforma
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(artículo 173.4 del Código), ya que para
el autor los límites constitucionales fija-
dos al libre ejercicio del derecho de aso-
ciación «quedan reflejados a la concu-
rrencia de ilicitud penal —con arreglo
a los tipos delictivos generales del Có-
digo Penal— en los fines o medios que
emplearen las asociaciones, y sin que
ello signifique, por tanto, que la Cons-
titución haya remitido en blanco a las
tipificaciones penales que, de manera
autónoma y específica por relación única
y exclusiva a las asociaciones, pudieran
irse progresivamente incorporando al or-
denamiento jurídico-penal» (pág. 62).

En segundo lugar, los que resultan de
la prohibición de las asociaciones se-
cretas y las de carácter paramilitar. De
las primeras nos dice que su concepto
«quedaría enmarcado por el hecho de
la ocultación o disimulación de los fines
reales de la asociación y por la califi-
cación subsiguiente de esos fines reales
como constitutivos de delito» (pág. 74).
Para definir las segundas debemos fijar-
nos en «un determinado modelo de or-
ganización de la asociación en forma
semejante a la de la organización militar,
lo cual puede reflejarse además... en el
propio uso de uniformes o distintivos
similares» (pág. 85).

El apartado tercero del artículo 22 so-
bre la inscripción en un registro «a los
solos efectos de publicidad» de las aso-
ciaciones ocupa otro bloque de esta pri-
mera parte de la obra. Para Fernández
Farreres, en contra de la doctrina de
nuestro Tribunal Supremo, que recoge
y trata de explicar, «una cosa es el de-
recho a asociarse, a constituir asociacio-
nes o simples organizaciones, y otra
bien distinta es la tenencia de perso-
nalidad jurídica por esa asociación y or-
ganización» (pág. 98), de manera que
aun cuando «concede la Constitución...
la máxima libertad de asociación... esto
no significa... que la adquisición de
personalidad jurídica se produzca... co-

mo consecuencia del mero pacto asocia-
tivo de los promotores o socios funda-
dores, al margen o con anterioridad a
la inscripción registral» (pág. 102). Así,.
«la publicidad es lo que consagra a la
asociación como algo distinto de los in-
dividuos que la componen, declarándo-
se de esa manera —por la constatación
pública de su constitución con arreglo
a Derecho— la existencia de una nueva
persona jurídica distinta de la persona-
lidad de los individuos que forman el
substrato orgánico del ente» (pág. 108)..
Habría de este modo asociaciones sin
personalidad jurídica al no estar inscri-
tas —como ocurre en el ordenamiento
jurídico francés que el autor llama en
su ayuda (págs. 103 a 105)—, de modo
que con el artículo 22.3 CE «no quiere
indicarse otra cosa que para adquirir
la condición de personas jurídicas las
asociaciones deberán inscribirse en un
Registro» (pág. 110).

El siguiente tema que se aborda son
las facultades de la Administración res-
pecto a este derecho fundamental. Para
el autor, su libre ejercicio «comporta
la desaparición de cualesquiera faculta-
des administrativas que puedan condi-
cionarlo o limitarlo» (pág. 112). Ahora
bien: para Fernández Farreres, en con-
tra a lo que sucede en Derecho francés,
(págs. 113 a 115), seria constitucional un
sistema de control judicial preventivo-
de la licitud de las asociaciones en nues-
tro país, si «se institucionaliza proce-
dimentalmente como un mecanismo que
es previo respecto de la inscripción re-
gistral que pueda solicitarse por la aso-
ciación que desee configurarse como
persona jurídica, pero no con relación
al ejercicio mismo del derecho de aso-
ciación... (ya que)... el control... no es
previo en caso alguno respecto del li-
bre ejercicio del derecho de asociación»
(pág. 116), sino de la adquisición por
una ya constituida de personalidad ju-
rídica. No cabe duda, por tanto, y para
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el autor, de que ese «control previo en
modo alguno puede concebirse... como
un mecanismo de autorización previa,
sea o no judicial, del ejercicio del dere-
cho de asociación» (pág. 117).

Respecto a las facultades de la Admi-
nistración como encargada del Registro
de Asociaciones comienza Fernández Fa-
rreres afirmando que «se trata de una
función completamente reglada», para
después seguir sosteniendo su distinción
entre nacimiento de la asociación y su
pase a la categoría de persona jurídica,
y volver a criticar la reciente jurispru-
dencia del Tribunal Supremo en esta
materia al decir que «la necesaria cons-
titución de las asociaciones-personas ju-
rídicas con arreglo a los requisitos le-
.gales a tal efecto previstos... no juega
como límite al libre ejercicio del dere-
cho de asociación, sino como condición
inexcusable para que la asociación pue-
da ser reconocida, tras las pertinentes
•comprobaciones y constataciones de los
estatutos asociativos por la Administra-
ción, como persona jurídica... la Admi-
nistración encargada del Registro podrá
y deberá denegar, por tanto, la inscrip-
ción registral solicitada y, consiguiente-
mente, denegará el reconocimiento de
la personalidad a la misma» (pág. 126).

La suspensión y disolución de las aso-
ciaciones es para el autor «uno de esos
aspectos del nuevo régimen jurídico...,
necesitado ineludiblemente del oportu-
no desarrollo legislativo» (pág. 130). Re-
salta además que «esa exclusividad de
la competencia judicial, tanto para de-
clarar disueltas a las asociaciones como
para suspender sus actividades, que es-
tablece... la Constitución es, en verdad,
destacada en el contexto del Derecho
•comparado» (pág. 131). Queda aquí to-
do por hacer respecto a jurisdicción
competente y otros temas fundamen-
tales.

Respecto a las competencias norma-
tivas de las Comunidades Autónomas en

este terreno, recuerda el autor que «la
regulación del derecho de asociación no
admite... una sustancial divergencia en
los diferentes territorios autonómicos que
integran el Estado» (pág. 141), de mo-
do que «estamos en presencia de una
materia central, que no puede quedar,
por imperativo constitucional, a la ple-
na disponibilidad normativa de dos en-
tes autonómicos» (pág. 142).

La parte segunda del libro deja el
campo de los principios generales que
se deducen del artículo 22 CE para des-
cender a problemas, también ligados al
texto constitucional, pero que el autor
agrupa bajo el título, más genérico, de
«ámbito de aplicación y modulaciones
del régimen general del derecho de aso-
ciación».

En el capítulo cuarto se ocupa del
concepto de asociación, llegando a la si-
guiente frase definitoria: «La asocia-
ción nos sitúa ante una estructura orga-
nizativa que refleja el carácter estable
y permanente en el tiempo de la unión
o agrupación de varias personas —o
miembros que constituyen el substrato
de la asociación— para la consecución
de un fin común —que no particular—
a todas ellas» (pág. 154). Las distingue
de las figuras afines como las corpora-
ciones —«si las asociaciones se funda-
mentan en el pacto asociativo en el sen-
tido aplicado anteriormente, las corpo-
raciones, por el contrario, son creadas
o bien directamente por la ley, caso por
caso, o bien por resolución administra-
tiva que opera en el cuadro de una ley
reguladora de géneros corporativos con-
cretos» (pág. 160)— y las sociedades
(civiles y mercantiles) —el elemento di-
ferenciador sería «el ánimo de lucro»
(pág. 163)—; finalmente incluye en el
ámbito de eficacia del artículo 22 CE a
los partidos políticos, los sindicatos de
trabajadores y asociaciones empresaria-
les, las profesionales de jueces, magis-
trados y fiscales, las comunidades y con-
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fesiones religiosas y las de consumido-
res y usuarios. Para Fernández Farreres,
«cualquiera que sea la singularidad o es-
pecificidad de la asociación como resul-
tado... de los fines que pretendan, esas
singularidades reflejadas en el régimen
jurídico a cada una de ellas aplicable
debe tener en cuenta el marco norma-
tivo que en el artículo 22 de la Consti-
tución se ha previsto, el cual, en prin-
cipio, no podrá ser desconocido por esas
regulaciones específicas» (pág. 182). Re-
sultan, por tanto, especialmente signifi-
cativas sus exclusiones de los colegios
profesionales, las Cámaras Oficiales y
las sociedades civiles y mercantiles.

Del capítulo quinto interesan sobre
todo dos afirmaciones. La primera, la
de que «el legislador... puede modular
el régimen jurídico propio y específico
de determinadas asociaciones atendien-
do precisamente a las funciones públi-
cas que el ordenamiento reconoce y atri-
buye a tales entes asociativos, si bien
esas modulaciones no podrán entrar en
colisión con el núcleo o contenido esen-
cial del derecho de asociación que al-
canza y protege también a esas asocia-
ciones especialmente cualificadas o de
configuración legal». Aparece aquí acer-
tadamente la doctrina del contenido
esencial.

Le segunda, aquella que dice que «pa-
rece posible... que el Estado pueda, en
especiales y singulares circunstancias, y
a fin de asegurar el cumplimiento de
determinados fines y tareas públicas, in-

tervenir normativamente en la configu-
ración y estructura de algunas asociacio-
nes restringiendo o eliminando aquella
regla básica de la libertad negativa de
asociación» (pág. 216).

En ambas se basa en nuestra juris-
prudencia constitucional, que, sobre to-
do en el segundo, resulta especialmen-
te novedosa y original y resulta difícil
comentar aquí.

El libro se cierra sin una recapitula-
ción o conclusiones, que se echan de
menos para volver a ver relacionados,
como de hecho lo están, los importan-
tes temas que plantea. Es éste su único,
y quizá no demasiado importante, de-
fecto. Fernández Farreres ha sabido man-
tenerse en el alto nivel al que nos tiene
acostumbrados combinando el rigor con
la claridad expositiva. Las polémicas
posturas que sostiene a veces están bien
tratadas y resulta difícil no dejarse con-
vencer por ellas, aun cuando al comen-
zar la lectura se partiese de ideas dis-
tintas, basadas por otra parte en fuen-
tes tan respetables como las decisiones
del Tribunal Supremo. La crítica de al-
guna sería, por todo esto, impropia de
los límites de esta noticia. Quede, sin
embargo, constancia de que estamos ante
un excelente análisis monográfico de un
derecho fundamental, de esos que nos
hacen falta para profundizar en la cons-
trucción del Estado de Derecho.

Ignacio Torres Muro

JOAN OLIVER ARAÚJO: El recurso de amparo, Colección Estado y Derecho-2, Univer-
sitat de les Ules Balears, 1986.

Como ya es de todos conocido, la
Constitución española de 27 de diciem-
bre de 1978 introdujo en nuestra socie-
dad un nuevo sistema de valores y prin-
cipios. Valores y principios que no iban

a quedar en meras estimaciones y de-
claraciones. El constituyente estaba de-
cidido a hacerlas efectivas, y por ello no
sólo impuso las normas a seguir en esa
andadura desconocida que para todos
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suponía el nuevo orden constitucional,
sino que introdujo o posibilitó los me-
dios y técnicas que estimó oportunos
para que el caminante —el pueblo es-
pañol— no perdiera el rumbo ni desdi-
bujara el horizonte.

Entre los objetivos que se propuso
conseguir el constituyente, y sin minus-
valorar los demás, destacan la nueva dis-
tribución territorial —el Estado de las
Autonomías— y el reconocimiento y la
efectividad constitucional de los Dere-
chos fundamentales y de las libertades
públicas. Ciñéndonos a esto último, la
declaración, en la máxima norma de
nuestro ordenamiento jurídico, de los de-
rechos y libertades fundamentales, se
formuló con el serio propósito de que
no quedasen en una enumeración de
buenas intenciones. Para ello, el consti-
tuyente instituyó y garantizó, también
constitucionalmente, los instrumentos e
instituciones necesarios para la efectivi-
dad de esos derechos y libertades. De-
rechos y libertades que son presupuesto
político-jurídico de nuestro sistema de-
mocrático, tal y como viene reconocido
en el preámbulo de la Constitución. En-
tre estos instrumentos jurídicos hay que
destacar, como garantía efectiva de la pu-
reza del sistema normativo y de los dere-
chos y libertades que al hombre le son
inherentes, al Tribunal Constitucional.
Los procesos de inconstitucionalidad y
amparo que éste resuelve han sido des-
arrollados por Ley Orgánica de 3 de
octubre de 1979. Desde entonces son nu-
merosos los trabajos doctrinales que han
tratado de estudiar aspectos puntuales
y que han analizado, por lo general par-
cialmente, instituciones y medios jurídi-
cos que garantizan la efectividad del
nuevo ordenamiento constitucional. Sin
embargo, nuestra bibliografía carece de
investigaciones que los analicen íntegra-
mente y que ofrezcan un análisis rigu-
roso y a la vez global de los mismos.
Dentro de esta escasez, porque ya no

podrá hablarse de ausencia con la obra
a la que ahora vamos a referirnos, se
encuentra la de Oliver Araújo sobre el
recurso de amparo constitucional.

El recurso de amparo mereció el Pre-
mio Nicolás Pérez-Serrano de 1985, otor-
gado por el Centro de Estudios Cons-
titucionales. Tras justificar el autor, en
el primer capítulo, que sea el Tribunal
Constitucional quien resuelva o tenga
conocimiento del proceso de amparo, de-
dica dos capítulos a la búsqueda de los
antecedentes próximos y remotos de este
nuevo cauce jurídico que permite la tu-
tela de los derechos y libertades fun-
damentales. Uno de ellos —capítulo se-
gundo— lo dedica al Derecho compa-
rado, realizando un esfuerzo de síntesis
por poner de manifiesto los aspectos más
destacables del proceso de amparo en
cada uno de los sistemas jurídicos ana-
lizados, el alemán, el austríaco, el suizo
y el mexicano. En otro —capítulo terce-
ro— analiza los antecedentes históricos
del recurso de amparo en nuestra pa-
tria, concretándolos en los Fueros de
Aragón y en el recurso de amparo re-
publicano, si bien Oliver Araújo se ma-
nifiesta partidario de considerar como
verdadero antecedente únicamente al re-
curso de amparo republicano, por asu-
mirse en aquella etapa histórica valores
y principios propios de un «Estado de
Derecho», sin el cual hablar de proceso
de amparo carece de sentido.

Al análisis del iter parlamentario de
la normativa constitucional reguladora
del recurso de amparo dedica Oliver
Araújo el capítulo cuarto. Aunque, en
una primera impresión, puede resultar
excesivo dedicar un capítulo al conoci-
miento de las vicisitudes que sufrieron
los preceptos relativos a la regulación
del recurso de amparo desde el ante-
proyecto de Constitución hasta la que es
hoy su actual redacción, su oportunidad
radica en justificar y ayudar a compren-
der el porqué de determinados pre-
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supuestos y requisitos necesarios para
la admisibilidad del recurso de amparo
constitucional.

Los últimos capítulos —quinto, sexto,
séptimo y octavo— constituyen el núcleo
de la investigación y es donde mayores
aportaciones realiza su autor. En rela-
ción a los actos impugnables mediante
el recurso de amparo —capítulo sexto—
Oliver Araújo indica cómo son cuatro
los procesos de amparo que bajo una
misma denominación pueden tramitarse
ante el Tribunal Constitucional. El de-
nominador común a todos ellos es el ori-
gen de la lesión a los derechos y liber-
tades fundamentales: los poderes públi-
cos, concepto este que, a nuestro juicio,
debería haberse precisado más, pues el
texto constitucional no hace un uso uní-
voco del mismo. Los requisitos para la
viabilidad de estos procesos de amparo
—exigencia o no de agotar vías judicia-
les previas (arts. 43 y 42 de la LOTC),
el grado en la intensidad de la lesión,
«origen inmediato y directo» (art. 44
LOTC) e incluso los derechos tutela-
dos —derecho de objeción de concien-
cia (art. 1 LO 8/1984)— no son siempre
coincidentes. Ello justifica el análisis
atento y pormenorizado que realiza el
autor. Además de estudiar las cuestio-
nes centrales que plantea la normativa
que regula el proceso de amparo, plan-
tea temas tan sugerentes como la hipoté-
tica interposición de un recurso de am-
paro contra el Defensor del Pueblo, cues-
tión que resuelve afirmativamente con
un criterio más teleológico que lógico-
jurídico: impedir su inmunidad frente a
una agresión a los derechos y libertades
fundamentales. A nuestro juicio, la cla-
ve de la cuestión se halla, más que en
determinar la vía por la que puede ha-
cerse operativo el recurso de amparo
contra el Defensor del Pueblo, en ave-
riguar si el Defensor del Pueblo adopta

«decisiones» o «actos jurídicos» que pue-
dan lesionar los derechos fundamentales
o simplemente emite recomendaciones y
advertencias que, por sí mismas, no pue-
den ser objeto de recurso de amparo
ante el Tribunal Constitucional. Tam-
bién merece destacarse, por su interés y
escaso tratamiento doctrinal, las reflexio-
nes que el autor realiza sobre el recur-
so de amparo contra actos procedentes
de los particulares.

En la obra de Oliver Araújo ponemos
de relieve el estudio de la legitimación
para acudir al proceso de amparo. Una
vez más, la «legitimación», como ocurre
en otros procesos, es el concepto proce-
sal de carácter formal del que depende
la efectiva tutela de los derechos y li-
bertades fundamentales. Consideramos
por ello imprescindible delimitar el con-
cepto de «interés legítimo», clave de la
legitimación procesal en el recurso de
amparo, y sobre el que Oliver Araújo
realiza una aportación meritoria. El con-
cepto de «interés legítimo», en particu-
lar en el proceso de amparo seguido con-
forme a la vía del artículo 43 LOTC,
debe englobar intereses personales e in-
tereses comunes de cuya satisfacción de-
pende la de todos y cada uno de los que
componen la sociedad. El concepto de
«interés legítimo» da cabida a intereses
directos e indirectos.

Oliver Araújo trata cada cuestión apor-
tando las razones a favor y en contra
que existen para mantener una u otra
interpretación jurídica y se inclina por
aquella que estima cierta y oportuna.
Con ello permite al lector tener los da-
tos suficientes para hacerle conocedor
de cuantas posturas científicas y juris-
prudenciales existen al respecto y susci-
ta nuevas cuestiones al hilo del comen-
tario que el autor hace sobre las mismas.

Mercedes Lafuente Benaches
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VARIOS AUTORES: Colombia: Violencia y democracia, Comisión de Estudios sobre la
Violencia, Universidad Nacional, Bogotá, 1987; 320 págs.

El fantasma que destruyó al Estado

El fantasma anda suelto, deambula
con la fuerza que le proporcionan las
armas, su enorme y siniestra sábana blan-
ca recorre el país; no hay resquicio, ni
hueco, ni lugar donde no penetre. Don-
de él llega deja una huella indeleble
de sangre, miedo, caos, impotencia...
Lleva por nombre Violencia y juega en
un gran parte con la máscara de la de-
mocracia. El parque se llama Colombia.
La democracia esconde a la dictadura.
El juego es la guerra.

El juego empezó hace tiempo, todos
los politólogos lo sitúan a finales de la
década de los cuarenta, con el famoso
«Bogotazo»; sus causas: un intento de
abrir los canales de participación socio-
políticos a las clases populares. Esta si-
tuación desembocó en un pacto de re-
forma «por arriba» para paliar la crisis
del sistema político, instaurándose la al-
ternancia política en el poder entre el
Partido Liberal y el Partido Conserva-
dor (Frente Popular 1958-1970) y creán-
dose al mismo tiempo las condiciones
necesarias para la insurrección de dis-
tintas fuerzas revolucionarias.

Durante este período de doce años, se
pone de relieve que el Estado colombia-
no carece de la suficiente energía (en-
tendida como la colaboración entre dis-
tintas fuerzas sociales y sus representan-
tes) para resolver la situación. Prueba
de ello es el uso que se hace de la
fuerza y de la práctica legislativa. Los
militares tienen vía libre para actuar, ha-
ciendo un uso arbitrario de las armas.
AI parecer, la estrategia no era suficien-
te y en 1968 se aprueba «la Ley de la
Defensa Nacional», todavía en vigor, me-
diante la cual se permite armarse a los
civiles para defenderse de los movimien-

tos armados. Paulatinamente, la «guerri-
lla» fue ganando protagonismo, a la vez
que el Estado de Derecho inicia su im-
parable destrucción. La Ley del 68, an-
teriormente citada, supone el reconoci-
miento de una clara incapacidad del Es-
tado por un lado, y por otro se hace
responsable a la población civil de su
defensa, aumentando la inseguridad y
la falta de credibilidad en las institu-
ciones públicas.

Es en la década de los setenta cuan-
do el narcotráfico comienza a organi-
zarse, estando muchos de sus miembros
vinculados a otras organizaciones mafio-
sas: las relacionadas con las esmeraldas.
Ya en esta década la violencia no es
monocolor. Confluyen más de un tipo
de violencia, siendo las principales la
protagonizada por la guerrilla (EPL,
ELN, FARC, M-19, etc.) y por organiza-
ciones vinculadas con el capital (esme-
raldas y cocaína). Ante la anarquización,
generalizada, social y política del país,
el gobierno no cambia de actitud en la
consideración del problema y van sur-
giendo organizaciones vinculadas con el
control social y político que intentan
mantener su posición y limpiar al país
«de las impurezas sociales». Estas or-
ganizaciones contratan a la siniestra fi-
gura del sicario, que se convierte en el
«basurero social y político» y que ob-
tiene una remuneración por su trabajo.

Todos los gobiernos han centrado su
actuación en la violencia política, pero
han dejado a un lado la violencia social,
fomentada por el propio Estado. La in-
diferencia ante las distintas modalida-
des de violencia ha sido absoluta. En la
década de los ochenta no se puede ha-
blar solamente de violencia política, si-
no, como se expresa en el presente libro,
«los colombianos se matan más por la
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calidad de sus vidas y de sus relaciones
sociales que por lograr el acceso al con-
trol del Estado» (esto último podría
considerarse como violencia política).

Cuando en el país hay grupos socia-
les armados que se encargan de amena-
zar, secuestrar y asesinar, estando vincu-
lados al capital; cuando el Estado de-
clara su incapacidad para juzgar sus ac-
tos, ¿de qué tipo de violencia se trata?
Cuando distintos gobiernos aprueban
medidas de fuerza (excepto B. Betan-
curt, que firmó una tregua con distin-
tos grupos guerrilleros y no obtuvo nin-
gún apoyo de las «fuerzas vivas del
país») y se apoyan en una única forma
de violencia, sobredimensionándola, y
difundiendo su represión como filosofía
política que se asienta en la conciencia
de los colombianos, ¿quién es el respon-
sable de la situación actual del juego

del fantasma? ¿Es posible hablar de Es-
tado de Derecho cuando se habla de
denuncias de tortura, corrupción, medi-
das de emergencia, etc.?

El trabajo en cuestión se acerca a la
realidad colombiana, mediante la colabo-
ración de diez profesores de este país,
que han elaborado un informe a peti-
ción del ministro de Gobernación, Ce-
peda Ochoa. Han tenido garantizada su
independencia, y el rigor y minuciosi-
dad en el análisis de la violencia se
observa en las líneas que han escrito.
Su contribución representa una valiosa
aproximación al tema, que recobra una
dramática actualidad en los tiempos pre-
sentes y que hace que el fantasma se
haya levantado contra ellos: sobre los
diez descansan amenazas de muerte.

Antonia Santos Pérez

VARIOS AUTORES: Sistemas electorales y representación política en Latinoamérica (2 vo-
lúmenes), Fundación Friedrich Ebert, Instituto de Cooperación Iberoamericana,
Madrid, 1986-1987.

Es bien sabido que los sistemas elec-
torales desarrollan un papel básico en la
democracia liberal representativa al de-
finir gran parte de las «reglas del jue-
go» de la misma, en lo que concierne
fundamentalmente a la canalización de
la participación y de la representación
pública.

América Latina, desde los últimos años
de la década anterior, vive una vez más
en su cíclica historia política una fase
democratizante que ha desempolvado el
uso de la mecánica electoral: censos,
normas, usos, candidaturas, criterios de
representación y de recuentos de vo-
tos, etc. Incluso en su seno no está to-
davía apagado el cuestionamiento de la
validez e idoneidad de la propia demo-
cracia representativa, inmersa gran parte
de la élite intelectual de izquierda en el
mito de la «revolución buena». En este

sentido no están aún apagados los ecos
de la polémica del verano de 1986 man-
tenida entre Gunther Grass y Mario
Vargas Llosa; la tesis de aquél, relativa
a que la democracia formal sólo es via-
ble en el marco de unas coordenadas de
desarrollo económico que garanticen una
democracia social donde asentar las for-
mas políticas, fue denunciada por el es-
critor peruano, quien no concebía cir-
cunscribir los grandes principios demo-
cráticos fuera de un carácter universal
y meramente reducidos a una realidad
eurocéntrica.

En este estado de la cuestión nos en-
contramos con los dos volúmenes pre-
sentes, que, desde disciplinas y metodo-
logías diferentes, como corresponde a
estar escritos por autores de distintos
países y con niveles de formación e in-
terés plenamente diferenciados, nos ofre-

409



NOTICIA DE LIBROS

cen el panorama de los sistemas electo-
rales actuales en América Latina. Esta
génesis conlleva un carácter desigual no
sólo por su carácter subjetivo, sino tam-
bién por el objeto del análisis, América
Latina, que oculta realidades distintas
bajo ese epígrafe. En definitiva, Améri-
ca Latina no sería sino una mera «ente-
lequia intelectual» sin contenido de exis-
tencia real.

Analizando la formación profesional
de los autores latinoamericanos que rea-
lizan aportaciones en el presente estu-
dio, se constata, que continúa el predo-
minio de los juristas frente a los poli-
tólogos, lo que viene justificado en la
mayoría de los casos por la sólida tra-
dición autoritaria que no es proclive a
la interdísciplínariedad. Una visión de
los problemas de la sociedad desde pers-
pectivas interdisciplinarias fomentaría la
formación de politólogos o de sociólo-
gos frente a la más clásica formación
normativista de los abogados, cuyos aná-
lisis estarán siempre más ceñidos a la in-
terpretación estricta del cumplimiento o
seguimiento de la norma. Quizá sea el
excesivo normativismo de este trabajo
colectivo su principal defecto, junto con
una deficiente composición tipográfica;
normativismo que en numerosos casos
se desarrolla también por la vía de la
mera descripción de lo que hay, sin en-
trar en valoraciones críticas de la situa-
ción. En este sentido, se echa de menos
un análisis de contenido más político y
sociológico por lo anteriormente indi-
cado, que si bien es comprensible en el
caso del estudio cubano, muy difícilmen-
te lo es en el resto.

El primer volumen se centra en el
análisis de los procesos electorales de
Argentina, Uruguay y de los cinco Es-
tados centroamericanos: Costa Rica, El
Salvador, Guatemala, Honduras y Nica-
ragua. Paralelamente se ofrece una in-
troducción por parte de Dieter Nohlen
sobre el papel a desempeñar los sistemas

electorales y la representación política
en América Latina y dos estudios sobre
las perspectivas y opciones de la demo-
cracia en Chile y Paraguay. Por último,
Jorge Mario García Laguardia aborda en
dos ensayos el marco general socio-eco-
nómico e histórico en el que se mueve
América Central, para pasar inmediata-
mente al ámbito constitucional de los
partidos políticos en la subregión.

Por su estructuración y complejidad,
se destaca la forma de tratar los casos
de Argentina, Uruguay y Guatemala.
Ernesto López y Julio Aurelio, desde
enfoques complementarios, realizan una
interesante aproximación a la situación
argentina; al igual que Juan Rial y Rei-
naldo Gargano lo hacen a la uruguaya.
Finalmente, Héctor Rosada Granados en-
garza correctamente el sistema de par-
tidos en Guatemala con la conducta elec-
toral de la ciudadanía.

En el segundo tomo se dan cabida a
los trabajos presentados en las mesas re-
dondas de los encuentros de Segovia, de-
dicados a los países andinos, y de Cuen-
ca, donde se dieron cita los casos de
Panamá, Cuba, República Dominicana,
Puerto Rico, Haití, México y Brasil. Los
estudios relativos a Bolivia, Colombia,
Venezuela y Cuba centran las tintas fun-
damentalmente en la descripción fun-
cionalista de las instituciones electora-
les sin evaluar el contenido más pro-
fundo de análisis socio-político que con-
llevaría el típico planteamiento de los
sistemas electorales y, más aún, de la
representación política. Son, en este sen-
tido, los análisis de Brea Franco (Repú-
blica Dominicana), Martínez Ramírez
(Puerto Rico), Barquin (México) y Da
Silva (Brasil) los que presentan un me-
jor acabado al estar basados en el estu-
dio del momento político como situa-
ción condicionada por unos procesos
electorales conformados por unas reglas
que se explican y se introspeccionan.
La exposición de Bajeux sobre la difícil
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andadura de la dictadura a la democra-
cia en Haití se inscribe más peculiar-
mente en el estudio de la transición en
dicho país: sus motores, los factores de
la misma y sus etapas.

Los trabajos reunidos aportan un sig-
nificado muy especial para la ciencia
política española por cuanto suminis-
tran un material en estudios electorales
inexistentes en nuestro país. Igualmen-
te cuestionan algunas opiniones de rele-
vantes científicos sociales sobre la de-
bilidad estructural electoral latinoameri-
cana y las de un sector crítico, de la
viabilidad de los comicios en la región,
para canalizar la representación políti-
ca, como se decía al principio. Final-
mente, la publicación es fruto de las
ponencias presentadas en encuentros que
contaban con la estricta presencia de
académicos e intelectuales de ambos la-
dos del Atlántico, dejando fuera a los
habituales «profesionales de la política»
(policy-makers), que hasta este momen-
to habían protagonizado los contactos
anteriores, organizados al estilo de los
«Encuentros para la democracia».

En todo este marco hay que poner én-

fasis en el papel protagonista que des-
empeñan dos actores fundamentales en
este doble volumen: el Instituto de Co-
operación Iberoamericana, al desarrollar
un concepto muy especial de coopera-
ción por el que, alejándose de cualquier
retórica, apoya un proyecto que permi-
te conocer a todo aquel estudioso inte-
resado una parte sustancial de la rea-
lidad política, e igualmente la Funda-
ción Friedrich Ebert, que, fiel a su vo-
cación latinoamericanista, cumple un pa-
pel destacado al mostrarse como un cla-
ro exponente catalizador de la coopera-
ción entre la República Federal Alema-
na y España, en el seno de las Comuni-
dades Europeas, para con América La-
tina.

No cabe duda que este trabajo abre
la puerta a otros estudios colectivos
también o individuales que bajo el as-
pecto amplio de la política comparada
van a ir teniendo cabida en los planes
de las editoriales de nuestro país. En
este sentido, y por su carácter pionero,
debe asimismo valorarse.

Manuel Alcántara Sáez
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